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Principales hitos normativos del tercer trimestre de 2011
Mercedes Morera Villar

El tercer trimestre de 2011 ha venido marcado, 
a escala nacional, por distintas modificacio-
nes legales en materia económica que, en su 

mayoría, y según sus correspondientes exposiciones 
de motivos, tienen por objeto intentar combatir o, 
al menos mitigar, los efectos de la presente crisis 
económica. De todas ellas, por su importancia en 
la materia cabe reseñar las siguientes disposiciones 
legales:

 — Real Decreto-Ley 8/2011, de 1 de julio, de me-
didas de apoyo a los deudores hipotecarios, de 
control del gasto público y cancelación de deu-
das con empresas y autónomos contraídas por 
las entidades locales, de fomento de la actividad 
empresarial e impulso de la rehabilitación y sim-
plificación administrativa —Boletín Oficial del Es-
tado (B.O.E.) de 7 de julio de 2011 —. Corrección de 
errores publicada en el B.O.E. de 13 de julio de los 
corrientes. Convalidado por el Congreso de los Di-
putados mediante resolución de 14 de julio de 2011, 
publicada en el B.O.E. el 22 de julio de los corrientes.

Diversas son las medidas contempladas en este 
cuerpo legislativo, que pueden resumirse como si-
gue:

 • Incremento del mínimo inembargable en caso 
de ejecuciones hipotecarias en las que el precio ob-
tenido por la venta de la vivienda hipotecada sea 
insuficiente para cubrir el crédito garantizado: el 
incremento será del 50 por ciento del salario mí-
nimo interprofesional (SMI), más un 30 por ciento 
adicional por cada miembro del núcleo familiar que 
no disponga de ingresos propios regulares, salario o 
pensión superiores al referido SMI.

 • Modificaciones en el régimen de ejecución hipo-
tecaria: se establece como límite a la adjudicación 
del inmueble al acreedor el 60 por ciento del valor 
de tasación, y se reduce hasta el 20 por ciento el de-
pósito exigido a los postores para participar en la 
subasta.

 • Establecimiento de una regla de gasto para de-
terminadas Administraciones públicas: no podrá 

superar la tasa de crecimiento de referencia de la 
economía española (entendida como el crecimiento 
medio del Producto Interior Bruto (PIB), expresado 
en términos nominales, durante 9 años).

 • Posibilidad de que las Administraciones locales, 
a través de Instituto de Crédito Oficial (ICO), con-
cierten líneas excepcionales de crédito para la can-
celación de sus deudas con empresas y autónomos.

 • Exención en el Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas (IRPF) de las ganancias patrimoniales 
obtenidas en la transmisión de acciones o partici-
paciones en empresas de nueva o reciente creación, 
sujeta a determinados límites.

 • Impulso a las actuaciones de rehabilitación, deli-
mitando el concepto de las mismas así como otros 
aspectos de éstas tales como las condiciones que les 
son exigibles o los sujetos obligados a su realización. 
Igualmente, se dispone, con carácter general, la obli-
gatoria inspección técnica de los edificios de uso re-
sidencial de más de 50 años de antigüedad. 

 • Confirmación, tras las recientes sentencias al res-
pecto, de la prohibición de adquisición por silencio 
administrativo, de facultades o derechos que con-
travengan la normativa territorial o urbanística, los 
cuales serán nulos de pleno derecho. Esta prohibi-
ción se configura con el rango de ley estatal básica, 
por lo que no puede ser modificada por las Comuni-
dades Autónomas ni otros entes territoriales.

 • Incorporación de medidas de protección regis-
tral preventiva sobre bienes inmuebles, entre las que 
destaca la inscripción de procedimientos públicos 
sobre los mismos tales como los de disciplina urba-
nística o de aquéllos que tengan por objeto el apre-
mio administrativo para garantizar el cumplimiento 
de sanciones impuestas.

 • Ampliación de los procedimientos administrati-
vos donde el silencio tiene carácter positivo.

 • Establecimiento de excepciones a la regla general 
de no obligatoriedad de obtención de licencias mu-
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nicipales u otros medios de control preventivo para 
el ejercicio de actividades por particulares. Estas ex-
cepciones se refieren al ámbito de la protección del 
medio ambiente y del patrimonio histórico-artísti-
co, a la seguridad o a la salud pública, entre otras.

Fecha de entrada en vigor: 8 de julio de 2011.

 — Acuerdo Marco de la Facilidad Europea de Es-
tabilización Financiera (FEEF) entre el Reino de 
Bélgica, la República Federal de Alemania, Irlan-
da, el Reino de España, la República Francesa, 
la República Italiana, la República de Chipre, el 
Gran Ducado de Luxemburgo, la República de 
Malta, el Reino de los Países Bajos, la República 
de Austria, la República Portuguesa, la República 
de Eslovenia, la República Eslovaca, la República 
de Finlandia, la República Helénica y la Facilidad 
Europea de Estabilización Financiera  —B.O.E. de 
11 de julio de 2011—. 

El presente acuerdo entre los Estados miembros 
de la zona del euro y el FEEF tiene como objetivo 
determinar las condiciones en las que este último 
podrá conceder préstamos a los citados Estados y 
financiarlos emitiendo o contratando instrumentos 
de financiación entre otros, bonos, pagarés, efectos 
comerciales o títulos de deuda), así como el respaldo 
en forma de aval para tales concesiones.

 — Recomendación de la Comisión Europea de 18 
de julio de 2011, sobre el acceso a una cuenta de 
pago básica  —Diario Oficial de la Unión Europea 
(D.O.C.E.) de 21 de julio de 2011—. 

Tiene por objeto generalizar el acceso a las llama-
das «cuentas de pago básicas» a todos los consumi-
dores1 legalmente residentes en la Unión Europea, 
con independencia de si son titulares o no de una 
cuenta de pago ordinaria.

La «cuenta de pago básica» se define como aque-
lla comprensiva de un núcleo de servicios de pago 
esenciales, entre los que se incluyen la posibilidad de 
realizar depósitos, retirar fondos en efectivo, recibir 
rentas o prestaciones, pagar facturas o impuestos, 
y ejecutar operaciones de pago. No obstante, que-
dará excluido el ofrecimiento, de forma expresa o 
tácita, de cualquier tipo de opción de descubierto 
en relación con dicha cuenta (prohibición de órde-
nes de ejecución que generen un saldo negativo). 

El acceso a la «cuenta de pago básica» no podrá 
estar condicionado a la adquisición de servicios 
complementarios, y las mismas deberán ofrecerse a 
1 Por consumidor se entiende, a estos efectos, toda persona fí-
sica que actúe con fines ajenos a su actividad comercial, indus-
trial, artesanal o profesional.

los consumidores de forma gratuita o, en su caso, 
a un coste razonable. Esta regla del coste razonable 
resultará también aplicable al resto de gastos asocia-
dos al funcionamiento y cierre de la referida cuenta, 
así como de los servicios vinculados a la misma.

La Comisión Europea insta a que los contenidos 
de esta Recomendación (que no constituye norma-
tiva vinculante) sean adoptados por Estados miem-
bros en un plazo máximo de 6 meses tras su publica-
ción (fecha máxima: 21 enero de 2012).

 — Ley 21/2011, de 26 de julio, de Dinero Electró-
nico –B.O.E. de 27 de julio de 2011–.

Esta ley se constituye como el nuevo marco jurí-
dico en lo referente al dinero electrónico. Así, viene 
a definir el denominado dinero electrónico como el 
valor monetario en el que se dan las 3 características 
siguientes: 

 • Almacenado por medios electrónicos o magné-
ticos y representativo de un crédito sobre el emisor.

 • Emitido al recibo de fondos con el propósito de 
efectuar operaciones de pago.

 • Que sea aceptado por una persona física o jurídi-
ca distinta al emisor del dinero electrónico.

Se exceptúan de esta definición aquellos valores 
monetarios almacenados en instrumentos específi-
cos diseñados para atender necesidades concretas y 
con un uso limitado. Ej.: tarjetas de socio, tarjetas de 
transporte público.

Según esta regulación, la actividad de emisión de 
dinero electrónico no queda circunscrita a las de-
nominadas «entidades de dinero electrónico», sino 
que se amplía a otras como las entidades de crédito, 
el Banco de España (cuando no actúe en su condi-
ción de autoridad monetaria), las Administraciones 
General del Estado, de las Comunidades Autóno-
mas y las Entidades Locales (cuando actúen en su 
condición de autoridades públicas) o la Sociedad 
Estatal de Correos y Telégrafos.

Como novedades a reseñar del nuevo marco jurí-
dico del dinero electrónico destacan: 

 • la exclusión de las entidades de dinero electróni-
co de la categoría de entidades de crédito;

 • la ampliación de las actividades que pueden rea-
lizar las entidades de dinero electrónico de forma 
complementaria a la emisión de este tipo de fondos 
(prestación de determinados servicios de pago y 
concesión de ciertos créditos relacionados con los 



Nº 4. 2011 eXtoikos161

mismos…), si bien queda expresamente prohibida 
la posibilidad de captar depósitos u otros fondos 
reembolsables del público; 

 • La posibilidad de que las entidades de dinero 
electrónico deleguen la realización de funciones 
operativas a favor de terceros;

 • La prohibición expresa de que las entidades de di-
nero electrónico emitan el mismo a través de agen-
tes;

 • Se establece un régimen de garantías para la sal-
vaguarda de los fondos recibidos por las entidades 
de dinero electrónico.

El dinero electrónico deberá emitirse por su valor 
nominal, pudiendo el titular del mismo solicitar y 
obtener el reembolso en cualquier momento, y por 
el referido valor nominal, libre de gastos. Se excep-
túan determinados supuestos en los que la entidad 
emisora del dinero electrónico puede repercutir 
ciertos gastos a los titulares del dinero electrónico, 
si bien deberán ser proporcionales y adecuados a los 
costes en que ésta incurra por el reembolso del di-
nero. Además, se prohíbe la concesión de intereses 
o cualquier otro beneficio que esté asociado al tiem-
po durante el cual el titular del dinero electrónico lo 
mantiene.

Fecha de entrada en vigor: 28 de julio de 2011.

 — Real Decreto 1.145/2011, de 29 de julio, por 
el que se modifica el Reglamento general de las 
actuaciones y los procedimientos de gestión e 
inspección tributaria y de desarrollo de las nor-
mas comunes de los procedimientos de aplica-
ción de los tributos, aprobado por Real Decreto 
1.065/2007, de 27 de julio  —B.O.E. de 30 de julio 
de 2011 —.

La principal finalidad de esta norma es simplificar 
determinadas obligaciones en cuanto a inversiones 
en títulos de renta fija efectuadas por no residentes 
en España.

La simplificación en este ámbito se produce prin-
cipalmente a través de dos vías: de un lado, suavi-
zando los requisitos formales de identificación, de 
forma que se establece expresamente la no obliga-
toriedad, por regla general, de que los inversores no 
residentes en España obtengan un número de iden-
tificación fiscal para poder realizar su inversión en 
títulos de renta fija (tanto de deuda pública como 
privada), método de identificación que se sustituye 
por otros medios alternativos (certificado de resi-
dencia fiscal expedido por las autoridades fiscales 

del país de residencia o mediante declaración de 
residencia fiscal según los términos y condiciones 
determinados por el Ministerio de Economía y Ha-
cienda); del otro, se establece un procedimiento más 
ágil para hacer efectivos los pagos de los correspon-
dientes rendimientos derivados de inversiones en 
renta fija de no residentes, régimen que se extiende 
a los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades.

Fecha de entrada en vigor: 1 de agosto de 2011.

 — Ley 25/2011, de 1 de agosto, de reforma parcial 
de la Ley de Sociedades de Capital y de incorpo-
ración de la Directiva 2007/36/CE, del Parlamen-
to Europeo y del Consejo, de 11 de julio, sobre el 
ejercicio de determinados derechos de los accio-
nistas de sociedades cotizadas  —B.O.E. de 2 de 
agosto de 2011—.

A través de esta nueva regulación de las socieda-
des de capital se pretende abordar dos objetivos: por 
un lado, reducir el coste de organización y funcio-
namiento de este tipo de entidades, modernizando 
su articulado y eliminando algunas diferencias entre 
las sociedades anónimas y las sociedades de respon-
sabilidad limitada; de otro, transponer la Directiva 
2007/36/CE, del Parlamento Europeo y del Conse-
jo, de 11 de julio, sobre el ejercicio de determinados 
derechos de los accionistas de sociedades cotizadas.

Por lo que concierne al primero de los objetivos, 
cabe destacar la existencia de modificaciones en dis-
tintos ámbitos, que quedan sumariamente resumi-
das a continuación:

 • En cuanto a la reducción del coste de organiza-
ción y funcionamiento de las sociedades de capi-
tal, se suprime la obligación de que determinados 
acuerdos de estas mercantiles sean publicados en 
diarios privados y en el Boletín Oficial del Registro 
Mercantil (B.O.R.M.E.): acuerdo de modificación 
de estatutos, convocatoria de Junta General en las 
sociedades anónimas, entre otros. Igualmente, se 
eliminan ciertos requisitos formales en materia de 
cuentas anuales, como eran la obligada legalización 
de la firma de los administradores o su publicación 
en el B.O.R.M.E.

 • La adaptación de las sociedades anónimas, en 
ciertas materias, al régimen más flexible de las 
sociedades de responsabilidad limitada se produce a 
través de distintas modificaciones en su régimen de 
funcionamiento: posibilidad de que los estatutos de 
la entidad fijen distintos modos de organización de 
su órgano de administración, posibilidad de intro-
ducir en los estatutos cláusulas de exclusión de ac-
cionistas, se contempla la inactividad de la entidad 
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como causa de disolución, etc.

 • Finalmente, en lo referente a la modernización 
del régimen jurídico de las sociedades de capital, 
cabe el señalar dos importantes hitos: el estableci-
miento expreso de un régimen jurídico del adminis-
trador persona jurídica, recogiendo una referencia 
específica a la responsabilidad solidaria de la per-
sona jurídica representada y del representante; y la 
facultad de convocatoria del Consejo de Adminis-
tración por los administradores que representen, al 
menos, un tercio de los componentes del órgano, 
cuando el presidente, a pesar de haber sido requeri-
do para ello, no lo hubiera convocado.

Como segundo objetivo de la norma analizada se 
encuentra la incorporación al derecho español de 
la ya mencionada Directiva 2007/36/CE, del Parla-
mento y del Consejo, que tiene como finalidad faci-
litar y promover el ejercicio de los derechos de infor-
mación de voto de los accionistas de las sociedades 
cotizadas. Para ello, se aboga por crear un marco 
que permita garantizar la adecuada convocatoria de 
las Juntas Generales de estas sociedades así como 
la puesta a disposición de los accionistas de toda la 
información necesaria para la toma de decisiones y 
su participación en tales reuniones. Igualmente, se 
refuerza la regulación para eliminar las barreras a 
las nuevas tecnologías en materia de participación 
de los accionistas, como es la firma electrónica o a 
través de medios telemáticos.

Fecha de entrada en vigor: 2 de octubre de 2011.

 — Ley 27/2011, de 1 de agosto, de actualización, 
adecuación y modernización del Sistema de Segu-
ridad Social  —B.O.E. de 2 de agosto de 2011 —.

Esta norma viene a reformar el sistema actual de 
pensiones y jubilación en España. Los dos princi-
pales cambios acordados suponen el aumento de la 
edad de jubilación así como del período de cotiza-
ción que se tiene en cuenta para el cálculo de la pen-
sión. Por lo que respecta al primero de los asuntos, 
la edad de jubilación queda fijada, por regla general, 
en los 67 años (en lugar de a los 65 actuales) o en los 
65 años si se acreditan 38 años y 6 meses de cotiza-
ción. Por su parte, el período de cotización imputa-
ble para la determinación de la base reguladora de 
la pensión se eleva de 15 a 25 años. De otro lado, y 
como consecuencia de las modificaciones anterio-
res, se disponen nuevos porcentajes a aplicar a la 
base reguladora para la determinación de la cuantía 
de la pensión.

Otro de los asuntos abordados por la norma es la 
jubilación anticipada, a la cual podrán acceder los 

trabajadores a partir de los 63 años de edad, siempre 
y cuando hayan cotizado 33 años, o a partir de 61 
años para supuestos excepcionales ligados a crisis 
empresariales. Los autónomos, por su parte, tam-
bién podrán acceder a la jubilación voluntaria a los 
63 años, siempre que acrediten al menos los referi-
dos 33 años de cotización.

No obstante, estos cambios se producirán de for-
ma gradual de conformidad con el régimen transi-
torio establecido a tales efectos, que abarca hasta el 
año 2027. 

Adicionalmente a las dos principales modificacio-
nes detalladas anteriormente, la Ley 27/2011, de 1 
de agosto, varía el hasta ahora régimen jurídico de 
los Expedientes de Regulación de Empleo (ERE). 
Así las cosas, los desembolsos derivados de los ERE 
iniciados a partir del 27 de abril de 2011 que afecten 
a trabajadores mayores de 50 años de empresas con 
beneficios económicos en los dos años anteriores a 
la autorización del ERE, deberán ser abonados por 
la propia empresa, en los términos y condiciones le-
galmente previstos.

Fecha de entrada en vigor: 1 de enero de 2013.

 — Real Decreto-Ley 9/2011, de 19 de agosto, de 
medidas para la mejora de la calidad y cohesión 
del sistema nacional de salud, de contribución 
a la consolidación fiscal y de elevación del im-
porte máximo de los avales de Estado para 2011  
—B.O.E. de 20 de agosto de 2011 —. Convalidado 
por el Congreso de los Diputados mediante resolu-
ción de 23 de agosto de 2011, publicada en el B.O.E. 
el 3 de septiembre de los corrientes.

El referido Real Decreto-Ley contiene un com-
pendio de medidas económicas y fiscales centradas 
en la consecución de los objetivos de déficit públi-
co. Dichas medidas abarcan ámbitos diferenciados 
como son, grosso modo, los siguientes:

 • Ámbito sanitario.

Establecimiento de medidas de austeridad en la 
prestación farmacéutica tales como la prescripción 
de fármacos vía principio activo (en lugar de por 
marca) o la obligación de las farmacias de dispensar 
el fármaco o producto sanitario de menor precio.

 • Impuesto sobre sociedades (I.S.).

De forma temporal, durante los períodos impo-
sitivos que se inicien dentro de los años 2011, 2012 
y 2013, se adoptan distintas medidas que afectan, 
en esencia, a las empresas de grandes dimensiones 
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(entendiendo por tales especialmente aquellas cuyo 
volumen de negocio supere los 20 millones de eu-
ros): elevación de los porcentajes de cálculo de los 
pagos a cuenta (del 21 por ciento al 24 por ciento 
o incluso hasta el 27 por ciento para empresas con 
un volumen de negocio de, al menos, 60 millones 
de euros); limitaciones en la compensación de bases 
imponibles negativas (si bien el plazo de compensa-
ción, en contrapartida, se amplía de 15 a 18 años); y 
reducción de las cantidades a deducir por el deno-
minado «fondo de comercio financiero».

 • Impuesto sobre el Valor Añadido (I.V.A.) en la 
compraventa de viviendas.

Con efectos hasta el 31 de diciembre de 2011, se 
aplicará el tipo superreducido del 4 por ciento, en 
lugar del 8 por ciento, sobre la compra de viviendas 
nuevas.

Finalmente, la norma incluye un aumento del 
importe máximo de los avales del Estado para 2011 
con objeto de adecuarlos a su participación en el 
FEEF2 (Facilidad Europea de Estabilización Finan-
ciera) y a los compromisos asumidos en el seno de 
dicha institución.

Fecha de entrada en vigor: 22 de agosto de 2011.

 — Real Decreto-Ley 10/2011, de 26 de agosto, de 
medidas urgentes para la promoción del empleo 
de los jóvenes, el fomento de la estabilidad en el 
empleo y el mantenimiento del programa de re-
cualificación profesional de las personas que ago-
ten su protección por desempleo –B.O.E. de 30 de 
agosto de 2011–. Convalidado por el Congreso de 
los Diputados mediante resolución de 15 de sep-
tiembre de 2011, publicada en el B.O.E. el 23 de sep-
tiembre de los corrientes.

Como su título indica, esta norma aborda distin-
tos aspectos relacionados con el panorama laboral.

El primero de ellos concierne al empleo juve-
nil. Con la intención de fomentarlo se introducen 
principalmente tres medidas: la creación de un nue-
vo contrato para la formación y el aprendizaje,  la 
suspensión temporal –por plazo de 2 años– de la 
obligación de convertir en indefinidos los contratos 
temporales encadenados (en determinados plazos 
y condiciones), y la ampliación del período para la 
conversión de contratos temporales en otros de fo-
mento de la contratación indefinida.

El nuevo contrato para la formación y el aprendi-
2 Sociedad anónima creada con la finalidad de prestar apoyo a la 
estabilidad de los Estados miembros de la zona euro mediante 
el otorgamiento de préstamos.

zaje, que sustituye al anterior contrato para la for-
mación, se dirige a los jóvenes de entre 16 y 25 años 
(transitoriamente, hasta el 31 de diciembre de 2013, 
se amplía esta modalidad de contratación a jóvenes 
mayores de 25 y menores de 30 años) que carezcan 
de formación alguna. La formación teórica deberá 
ser impartida por centros autorizados, mientras que 
la formación práctica se realizará siguiendo deter-
minados requisitos. Entre los mismos destacan: la 
duración mínima del contrato será de 1 año y la 
máxima de 2 años, con posibilidad de prórroga; la 
retribución del trabajador será proporcional al tiem-
po trabajado, aplicándose el convenio colectivo res-
pectivo, y sin que pueda ser inferior al Salario Míni-
mo Interprofesional en la parte que corresponda; el 
tiempo de trabajo efectivo no podrá ser superior al 
75 por ciento de la jornada laboral; no cabe la posi-
bilidad de realizar horas extraordinarias, ni trabajo 
nocturno o a turnos. Este contrato goza de exencio-
nes en materia de cotizaciones a la Seguridad Social 
tanto para las contrataciones iniciales como para, en 
su caso, una posible futura transformación de la re-
lación laboral en indefinida.

De otro lado, se prolonga, durante 6 meses –del 
16 de agosto de 2011 al 15 de febrero de 2012–, el 
denominado programa «PREPARA». Este progra-
ma se configura como una ayuda de 400 euros diri-
gida a desempleados que hayan agotado las presta-
ciones por desempleo y no tengan derecho o hayan 
agotado los posibles subsidios existentes.

En último lugar, el Real Decreto-Ley analizado 
prorroga hasta 2013 la creación del «Fondo de capi-
talización para los trabajadores» previsto en la Ley 
35/2010, de 17 de septiembre. 

Fecha de entrada en vigor: 31 de agosto de 2011.

 — Real Decreto-Ley 13/2011, de 16 de septiembre, 
por el que se restablece el Impuesto sobre el Pa-
trimonio, con carácter temporal –B.O.E. de 17 de 
septiembre de 2011–. Convalidado por el Congre-
so de los Diputados mediante resolución de 22 de 
septiembre de 2011, publicada en el B.O.E. el 29 de 
septiembre de los corrientes.

Mediante esta norma se restituye la obligación de 
tributar por el Impuesto sobre el Patrimonio, que 
fue eliminada mediante la Ley 4/2008, de 23 de di-
ciembre al consignarse una bonificación del 100 por 
ciento en la cuota íntegra. No obstante, al ser un tri-
buto cedido a las Comunidades Autónomas, habrá 
que estar a las consiguientes posibles modificacio-
nes establecidas por éstas, especialmente en materia 
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de bonificaciones.

De esta norma destacar que la tributación se res-
tablece con carácter temporal, para los años 2011 y 
2012, estando obligados al pago del impuesto todos 
aquellos sujetos pasivos a los que la cuota tributaria 
les resulte a ingresar o cuando el valor de sus bienes 
o derechos sea superior a 2.000.000 euros. De otro 
lado, y por lo que concierne a las modificaciones en 
el articulado del impuesto, éstas pueden resumirse 
en las siguientes:

 • Incremento del límite de exención parcial por vi-
vienda habitual a 300.000 euros.

 • Aumento del mínimo exento aplicable a la base 
imponible, el cual, salvo modificación por las Co-
munidades Autónomas, queda fijado en 700.000 
euros.

 • Establecimiento de una bonificación del 75 por 
ciento para los bienes o derechos de contenido eco-
nómico radicados en Ceuta y Melilla.

 • Fecha de entrada en vigor: 18 de agosto de 2011.

 — Reforma del artículo 135 de la Constitución Es-
pañola, de 27 de septiembre de 2011–B.O.E. de 27 
de septiembre de 2011–. 

La citada reforma tiene por objeto garantizar el 
principio de estabilidad presupuestaria, obligando 
al Estado y a las Comunidades Autónomas a no su-
perar los umbrales de déficit estructural que a tales 
efectos establezca la Unión Europea. Por su parte, 
las Entidades Locales deberán presentar equilibrio 
presupuestario.

En cuanto a la deuda pública, se prevé expresa-
mente que para su emisión o para contraer crédito, 

el Estado y las Comunidades Autónomas habrán de 
estar autorizados por ley.

Será un Ley Orgánica –a aprobar antes del 30 de 
junio de 2012– la encargada de determinar el défi-
cit máximo del Estado y las Comunidades Autóno-
mas en relación con el Producto Interior Bruto, así 
como de concretar otros aspectos relacionados con 
la referida limitación. Sólo se prevén determinadas 
excepciones para superar los límites de déficit y vo-
lumen de deuda, como son los supuestos de catás-
trofes naturales, recesión económica o situaciones 
de emergencia extraordinaria que escapen al control 
del Estado y perjudiquen considerablemente la si-
tuación financiera o la sostenibilidad económica o 
social del Estado, apreciadas por la mayoría absolu-
ta de los miembros del Congreso de los Diputados.

Fecha de entrada en vigor: 28 de septiembre de 
2011, si bien los límites de déficit estructural no se-
rán obligatorios hasta el año 2020.

 — Real Decreto 1.329/2011, de 26 de septiembre, 
de disolución del Congreso de los Diputados y del 
Senado y de convocatoria de elecciones –B.O.E. de 
27 de septiembre de 2011–. 

La fecha de las elecciones queda fijada el 20 de no-
viembre de 2011.

 — Real Decreto 1.329/2011, de 26 de septiembre, 
de disolución del Congreso de los Diputados y del 
Senado y de convocatoria de elecciones –B.O.E. de 
27 de septiembre de 2011–. 

Como el propio título de la norma indica, se pro-
cede a la disolución de ambas cámaras, convocán-
dose elecciones a las mismas para el domingo 20 de 
noviembre de 2011.


